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León, Guanajuato, a 29 veintinueve de octubre del año  2015 dos mil quince. 

V I S T O para resolver el expediente número 287/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra de la Tesorero Municipal de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- El 07 siete de mayo del año 2013 dos mil trece, el ciudadano (…) presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando el avalúo fiscal mediante el cual se determina un nuevo valor al inmueble identificado con el número de cuenta predial (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Por auto de fecha 09 nueve de mayo del año 2013 dos mil trece, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y la prueba documental ofrecida y exhibida a la misma, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- El 28 veintiocho de mayo del año 2013 dos mil trece, la autoridad presentó el escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 30 treinta del mismo mes y año, se le tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, admitiéndosele la prueba documental aceptada a la parte actora en el acuerdo de admisión de la demanda, la ofrecida y exhibida en la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, además, se fijó fecha y hora para el desahogo de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La audiencia de alegatos fue celebrada el 20 veinte de junio del año 2013 dos mil trece, a las 11:00 once horas, sin la asistencia de las partes, por 
lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero  Administrativo  Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse un acto imputado al Tesorero Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Que de una lectura integral de la demanda y su anexo se advierte que la parte actora impugna el avalúo mediante el cual se determinó nuevo valor fiscal al predio (…) con cuenta predial (…), fijado en la cantidad (…), cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causal fiscal, con la copia del avalúo y con el requerimiento de pago en donde se indican datos del inmueble, el valor fiscal y los honorarios de avalúo, actos aportados por las partes, aclarándose que la autoridad demandada exhibió los dos actos y el justiciable  aportó el requerimiento de pago, medios convictivos que son coincidentes entre sí. . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar la resolución impugnada, toda vez que se encuentra dirigida hacia su persona y como destinataria de la misma está en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución fiscal combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción Nom Mutati Libeli para el efecto de que una vez desahogada la contestación a la demanda, las posibles modificaciones o ampliaciones de la parte actora no sean consideradas; se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, en la especie se hubiese incurrido en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las  aludidas causales de improcedencia, así como de 
las excepciones y estimando además que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261 y que no se configura ninguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que la parte actora expresa en el escrito de demanda, en el apartado denominado “notificación de las resoluciones: Bajo protesta de decir verdad, manifiesto desconocer tanto el avalúo como las constancias de su notificación”; y, niega lisa y llanamente que se le haya notificado el avalúo que determinó el nuevo valor fiscal al inmueble de referencia, manifestando que tuvo conocimiento del nuevo valor fiscal hasta el día 10 de abril de 2013, con motivo de la notificación del requerimiento de pago; sigue manifestando en el capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, en el apartado que denomina “CONTRA LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN”, último párrafo, que niega lisa y llanamente que se le haya notificado la resolución que se combate en el presente medio de defensa manifestando desconocerla, así como las constancias de su notificación; y, en el apartado que denomina “CONTRA LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA”, que la resolución que reclama es ilegal, pues el valor asignado al inmueble de su propiedad fue determinado sin haberse realizado el procedimiento establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; que el Tesorero Municipal no cumplió con los requisitos establecidos por el artículo 176 de la citada Ley de Hacienda para los Municipios, toda vez que omitió emitir una orden por escrito a nombre de quien suscribe y niega lisa y llanamente que se haya emitido y notificado orden de valuación. Por su parte, la entonces Tesorera Municipal en la contestación de la demanda aportó al sumario la orden de valuación (…), citatorio de fecha 18 dieciocho de diciembre del 2012 dos mil doce, la notificación de fecha 10 diez de diciembre del 2012 dos mil doce y el avalúo de fecha 03 tres de diciembre del 2012 dos mil doce y manifiesta que existe orden de valuación y que llevó a cabo la valuación utilizando técnicas fotogramétricas, asimismo señala que se llevó a cabo el procedimiento establecido en la fracción IV del artículo 162 de la citada Ley de Hacienda, para la práctica del avalúo. . . . .  . . . . 
Son FUNDADOS estos conceptos de impugnación, en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El actor niega lisa y llanamente que se le haya notificado el avalúo que determinó el nuevo valor fiscal al inmueble (…), manifestando que tuvo conocimiento del nuevo valor fiscal hasta el 10 diez de abril de 2013 dos mil trece, con motivo de la notificación del requerimiento de pago; y, la entonces Tesorera Municipal para demostrar la existencia de la notificación del avalúo mediante su contestación de demanda, aportó al sumario copias certificadas por la entonces Directora de Impuestos Inmobiliarios del citatorio de fecha 18 dieciocho de diciembre del año 2012 dos mil doce, suscrito por el ministro ejecutor 65 sesenta y cinco; del oficio de fecha 10 diez de diciembre de 2012 dos mil doce, que contiene los resultados del avalúo práctica al inmueble de referencia, emitido por el Tesorero Municipal; y, del avalúo con fecha de elaboración el 03 tres de diciembre del año 2012 dos mil doce, del referido inmueble, que fija un valor fiscal de (…). Así las cosas, en el proceso administrativo dicha negación genera la obligación a cargo del Tesorero Municipal de exhibir al contestar la demanda, la constancia del acto fiscal impugnado y de su notificación, ya que le revierte la carga de la prueba y le corresponde acreditar la existencia de la notificación del avalúo, para demostrar que la parte actora tuvo conocimiento pleno del avalúo, desde el 19 diecinueve de diciembre del año 2012 dos mil doce; y, es el caso, que dicha autoridad fiscal en el sumario no desvirtúo la negativa lisa y llana de la notificación del avalúo que determinó el nuevo valor fiscal del inmueble que nos ocupa, por dos razones: . . . . . . 

A).- La autoridad demandada omite exhibir las actas circunstanciadas de la primera y segunda búsquedas, esto es, una para la cita y otra para la notificación; formalidades exigidas por al artículo 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues en la especie, conforme a este numeral, la notificación personal, se entenderá con el destinatario del acto y al no encontrarse en el domicilio en ese momento -primera busca-, el notificador procederá a dejarle citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio, para que le espere al día hábil siguiente en una hora fija y al no esperar al siguiente día para atender el citatorio -segunda busca-, la diligencia de la notificación se practicará con quien se encuentre en el domicilio o en su defecto con su vecino, así tenemos que el notificador se encuentra constreñido a levantar un acta por escrito y circunstanciada en la que hará constar la diligencia que formaliza la cita y otra que documenta la notificación. Sin embargo, la autoridad demandada omitió aportar al juicio el acta circunstanciada de la primera búsqueda, en la que el notificador debió hacer constar que no encontró al actor y que le dejó citatorio para que lo esperara al siguiente día hábil; de igual manera, no exhibió el acta circunstancia de la segunda búsqueda, en la cual debió hacer constar que practicó la notificación de los resultados del avalúo de manera directa y personal con la parte actora, que entregó al notificado o a la persona que se encontraba en el domicilio -con quien se entendió la diligencia-, el documento que consiste en el oficio de fecha 10 diez de diciembre de 2012 dos mil doce, que contiene los resultados del avalúo práctica al inmueble de referencia y el propio avalúo. Sobre el particular cabe precisar, que no debe confundirse el referido oficio que en la práctica se le denomina y conoce como “notificación de los resultados del avalúo”, con la propia notificación del oficio; pues, dentro del procedimiento de valuación del inmueble la notificación constituye un medio de comunicación entre la autoridad fiscal y el contribuyente al que se le actualiza el valor fiscal de su inmueble, conforme a lo estipulado por el artículo 176  de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, por encontrarse en el supuesto previsto en el segundo párrafo del artículo 268 de la misma Ley, siendo que la finalidad de esa notificación de los resultados del avalúo es hacer del conocimiento del gobernado la posibilidad que tiene de acudir ante la autoridad fiscal, a manifestar lo que a su interés legal convenga, ya que se le concede el plazo de 30 treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
B).- El citatorio de fecha 18 dieciocho de diciembre del año 2012 dos mil doce, suscrito por el ministro ejecutor 65 sesenta y cinco, así como el oficio de fecha 10 diez de diciembre de 2012 dos mil doce, que contiene los resultados del avalúo practicado al inmueble de referencia, emitido por el Tesorero Municipal, fueron exhibidos en copias certificadas por la Directora de Impuestos Inmobiliarios, quien no cuenta con atribuciones para certificarlas, pues esta es una facultad exclusiva del Secretario del Ayuntamiento, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 128, fracción VI, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, dichas copias son consideradas como fotostáticas simples; y, las copias fotostáticas simples por sí solas carecen de valor probatorio en términos del artículo 124 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que en autos no existe algún otro medio de prueba para adminicularlo con las copias fotostáticas simples y que nos puedan dar la convicción de que existen los originales de los referidos documentos. Abundando en el razonamiento anterior, no se omite mencionar que las fotostáticas deben ser reforzadas con diversos medios probatorios para adquirir credibilidad, de lo contrario por sí solas, y dada su naturaleza, no son susceptibles de producir convicción plena sobre la veracidad de su contenido, por la facilidad con la que se pueden confeccionar, siendo lo anterior así, las fotostáticas sin certificar  no pueden ser eficaces para probar algún hecho dentro del proceso administrativo, mucho menos dan la certeza de la existencia de la notificación del acto impugnado; de modo que no existe impedimento para concluir que las copias simples del citatorio y del oficio descritos al principio de este inciso, resultan ineficaces para probar que la parte actora se hizo sabedora del nuevo valor fiscal en fecha diversa y anterior a la presentación de la demanda que nos ocupa, por ende, con las referidas copias fotostáticas simples no es posible comprobar que efectivamente la parte actora recibió la notificación de los resultados del avalúo en la fecha que indica la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el anterior contexto, el avalúo mediante el cual se determina el nuevo valor fiscal, fue emitido sin haberse agotado de manera previa las formalidades esenciales del procedimiento de valuación del inmueble (…) previstas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, como lo son: a) la notificación formal de los resultados del avalúo y el monto del impuesto, exigencia contemplada en el segundo párrafo del primer numeral; y, b) la práctica de la visita física al inmueble objeto de la valuación a cargo del perito autorizado por el Tesorero Municipal y que éste haya mostrado a los ocupantes del inmueble la orden escrita de valuación, exigencia establecida en el primer párrafo de la segunda disposición legal. . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Abundando en el razonamiento anterior, cabe precisar que el procedimiento de valuación genera derechos y obligaciones, por lo que el actor tiene el derecho de recibir los actos señalados en el párrafo que antecede. Sin embargo, en las constancias y actuaciones que obran en el sumario, se advierte que no obran las constancias de la notificación de los resultados del avalúo, ya que la autoridad demandada no aportó las actas circunstanciadas de la primera búsqueda relativa a la cita y segunda concerniente a la práctica de la notificación, por ende, no se acreditó la existencia de la notificación de los resultados del avalúo, formalidad  exigida por el primer párrafo del artículo 176 de la aludida Ley de Hacienda para los Municipios; de igual manera, no demostró con medio convictivo alguno, el hecho que, el perito autorizado haya realizado la visita física al inmueble materia de la valuación  y que en la misma le haya dado a conocer a la parte actora la orden de valuación respectiva, en razón de que la demandada omitió aportar al sumario el acta circunstanciada en la que hizo constar dicha visita y la entrega del referido mandato, exigencias que contempla el primer párrafo del artículo 177 de la pluricitada Ley de Hacienda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese tenor, ante la inexistencia de estos actos previos al avalúo, la actualización del valor fiscal impugnado resulta ilegal, ya que como acto fiscal no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elementos que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para concluir que los actos emitidos por las autoridades fiscales quedan incluidos en los actos administrativos; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, el Tesorero Municipal antes de emitir el avalúo que modifica el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, esta constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, las que en la especie, se incumplieron por parte de la entonces Tesorera Municipal, al no exigir al perito que autorizó, la diligencia de la visita física al inmueble, en la que debió dar a conocer a la impetrante la orden de valuación y al dejar de notificar los resultados del avalúo; entonces el acto impugnado resulta ilegalidad. . . . . . . . . . .  . 

En ese sentido, con la emisión del acto fiscal combatido, se violan en perjuicio de la parte actora los derechos protegidos por los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por ende, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y se afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, por lo que con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, es de decretarse la nulidad lisa y llana del nuevo valor fiscal del inmueble que nos ocupa, fijado en el avalúo respectivo (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI; y, 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el este proceso. . . . . . . .  . . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultaron infundadas las causales de improcedencia planteadas por el Tesorero Municipal, de acuerdo a lo razonado en los Tercer considerandos de este fallo, por lo que, no es de sobreseerse en el presente juicio. 

TERCERO.- Se declara la  NULIDAD  LISA Y LLANA del nuevo valor fiscal fijado en el avalúo respectivo (…), del inmueble (…), registrado bajo la cuenta predial (…); lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

